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Las normas de justicia por convención y conveniencia se asemejan a las medidas: las 
medidas para el vino y el trigo no son iguales en todas partes, sino que son más grandes 
donde venden al por mayor y más pequeñas donde al por menor. Igualmente, las nor-
mas de justicia no naturales, sino humanas, no son idénticas en todas partes. Y es que 
tampoco lo son las constituciones políticas, sino que sólo una de ellas es la mejor en todas 
partes por naturaleza.
Aristóteles, Ética a Nicómaco, Libro v, 7
Hubiera querido nacer en un país en el cual el soberano y el pueblo no tuviesen más 
que un solo y único interés, a fin de que los movimientos de la máquina se encaminaran 
siempre al bien común, y como esto no podría suceder sino en el caso de que el pueblo y 
el soberano fuesen una misma persona, dedúcese que yo habría querido nacer bajo un 
gobierno democrático sabiamente moderado.
Discurso sobre el origen de la desigualdad entre los hombres, 
Dedicatoria a la República de Ginebra (extracto).
J.-J. Rousseau. 
i n t r o d u c c i  n
Desde un punto de vista jurídico positivista-normativista la globalización 
se presenta como un gran desorden normativo global1, e igualmente como 
la fuente de desorden2 –cuando no de desestabilización– al interior de los 
constitucionalismos locales. En cambio, estos últimos suelen presentarse 
mayoritariamente como procesos tendientes a fijar y a conservar una razón 
de ser del Estado y de la sociedad, mediante una organización normativa, 
desplegada con el mayor orden, bajo la idea de un sistema jerarquizado 
de producción, desarrollo y control del derecho, liderado por una Cons-
titución. 
A diferencia del derecho interno y del derecho internacional, ambos 
ligados a la voluntad creadora y legitimadora de los Estados, la idea de un 
derecho global no se presenta en la realidad como un derecho oficial, sino todo 
lo contrario; es decir, como un derecho no oficial o, en el peor de los casos, 
1 Cfr. E. denninger. “Derecho en ‘desorden’ global. Sobre los efectos de la globalización”, Anuario 
Iberoamericano de Justicia constitucional, n.º 8, 2, pp. 117 y ss.
2 Sobre el fenómeno llamado derecho, visto dentro de un determinado “orden”, pero también ob-
servado y comprendido en el “desorden”, cfr. benoit frydman. “L’ordre juridique: un concept 
historiquement situé”, Working Paper n.º 216-2, Bruxelles, ulb, Centre Perelman de Philosophie 
du Droit, disponible en [http://www.philodroit.be/-Working-Papers-?lang=fr].
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como una suma de normatividades diversas con pretensiones coercitivas a 
nivel planetario y que, en ocasiones compiten, o en otras se complementan, 
con el derecho positivo local o con las fuentes formales, en un sentido es-
tricto, del derecho internacional.
Al respecto cabe aclarar que para efectos de este artículo emplearemos 
unas definiciones estipulativas, en virtud de las cuales, por un lado, se en-
tiende por derecho oficial aquel que se produce tanto en el derecho interno 
como en el derecho internacional, de acuerdo con los fines y procedimientos 
fijados en fuentes formales u oficiales, emanadas de la voluntad de los órganos 
de representación popular legítimamente constituidos al interior o al exte-
rior de los Estados. Por otro lado, se entenderá por derecho no oficial, aquel 
que no encaja dentro las fuentes formales u oficiales, pues no proviene o no 
sigue los modos de producción de los órganos estatales de representación 
popular o estatal, organizados y reconocidos dentro del territorio nacional, 
o dentro del ámbito de aplicación del derecho internacional público5; sino 
que se produce de otro modo, con la intervención de otros actores y que 
actúa con otros tipos de coacción6.
 Cfr. william twining. “Normative and Legal Pluralism: A Global Perspective”, Duke Journal of 
Comparative & International Law, n.º 2, 21, pp. 7-518, disponible en [https://scholarship.
law.duke.edu/djcil/vol2/iss/8]. Además de la perspectiva del pluralismo normativo, se puede 
acudir igualmente al concepto europeo de “internormatividad”, al cual la Universidad de Laval 
(Canadá) acaba de consagrarle una publicación: cfr. Les Cahiers de droit, vol. 59, n.º 1, marzo de 
218, disponible en [http://retro.erudit.org/revue/cd/218/v59/n1/].
 En ese sentido, la presente investigación parte de una teoría realista del derecho, reconociendo a 
la vez un pluralismo normativo y una metodología de la internormatividad, que hacen posible la 
afirmación de la existencia de un derecho global no oficial. Fenómeno que si bien no se confunde 
con el derecho internacional, constituye una influencia exterior ejercida sobre aquellos sistemas 
normativos de derecho interno que, como en el caso de Colombia y de la mayoría de naciones, se 
conciben como Estados constitucionales, esto es, como Estados cuyo derecho interno proviene 
de sus poderes constituidos, los cuales propenden por la materialización soberana de un ideario 
plasmado en la Constitución.
5 Cfr. gunther teubner (ed.). Global Law without a State, Aldershot, Dartmouth, 1996.
6 “Dichas manifestaciones se presentan como un nuevo sistema jurídico no sujeto a la lógica de 
la validez y la jerarquía propuesto por Kelsen, que puede ser definido, siguiendo la fórmula de 
Gomes Canotilho (Teoría de la Constitución, 2), como un sistema interconstitucional, con-
currente, convergente y yuxtapuesto, en donde confluyen varios poderes constituyentes en el 
mismo espacio político”: gonzalo ramírez cleves. “Transformaciones del constitucionalismo 
en el contexto de la globalización”, en gonzalo ramírez cleves (ed.). El Derecho en el contexto 
de la globalización, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 27, p. 21.
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Cuando hablamos de derecho no oficial (unofficial law7), nos referimos 
–entre otros fenómenos– al soft law, a las recomendaciones de organismos 
internacionales no gubernamentales (en el sentido de no estar organizados 
bajo el derecho internacional público, cuyos miembros pueden ser Estados8, 
autoridades administrativas estatales9 y/o particulares1), a los indicadores 
legales y demás manifestaciones del management corporativo aplicado al 
gobierno de lo público (como los estándares sobre compliance), o bien a la 
autorregulación sectorial global mediante códigos de buenas prácticas, ma-
nuales de contratación o centros de arbitraje internacional, entre muchos 
otros fenómenos11.
Ciertamente, este derecho no oficial puede surgir tanto en el ámbito 
nacional como en el internacional, pero su principal manifestación se da 
sin lugar a dudas en los espacios jurídicos globalizados12, donde tanto el 
derecho nacional como el internacional conocen sus mayores límites. De ahí 
que resulte posible entrelazar los procesos de globalización con los procesos 
constitucionalistas, como quiera que el impacto de ese derecho global no 
7 Al respecto, es muy diciente la existencia de la prestigiosa revista científica The Journal of Legal 
Pluralism and Unofficial Law, publicada por la editorial Routledge
8 Es el caso, por ejemplo, de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (ocde); 
de ahí que se le conozca como un club de países.
9 Existen redes de autoridades administrativas, de naturaleza informal en el sentido de que no son 
organismos internacionales constituidos mediante tratados de derecho internacional público, 
pero que, como en el caso de infosan, se gestionan gracias a organismos multilaterales como la 
oms, para reunir a las autoridades de regulación y vigilancia de la seguridad en los alimentos. 
No en vano se habla de un verdadero derecho administrativo global cuyas bases son usualmente 
mecanismos de derecho no oficial; al respecto cfr. benedict kingsbury; nico krisch y richard 
stewart. “The emergence of Global Administrative Law”, Law and Contemporary Problems, n.º 
68, 25, pp. 15-62, disponible en [https://scholarship.law.duke.edu/lcp/vol68/iss/2].
1 Como en el caso de la International Organization of Securities Commissions (iosco), que reúne 
tanto a los reguladores nacionales de mercados de valores, como a los regulados; o como en el 
caso de la Internet Corporation for Assigned Names and Numbers (icann) donde el control lo 
ejercen particulares, a pesar de la representación estatal conocida como el Governmental Advisory 
Committee (gac). 
11 Esa diversidad de fenómenos con pretensión normativa podemos igualmente denominarlos Ob-
jetos Jurídicos No Identificados (ojni), según la ingeniosa expresión del profesor belga benoit 
frydman. “Comment penser le droit global?”, en jean-yves chérot y benoit frydman (dirs.). 
La science du droit dans la globalisation, Bruxelles, Bruylant, 212, p. 2; cfr. Igualmente, íd. Petit 
manuel pratique de droit global, Bruselas, Académie Royale de Belgique, 21.
12 Siguiendo el aforismo ubi societas, ibi ius, estos espacios jurídicos globalizados no son más que 
la respuesta a problemas de justicia surgidos en unos “espacios sociales transnacionales”; cfr. 
ulrich beck. ¿Qué es la globalización?, Barcelona, Paidós, 1998, pp. 5-5.
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oficial también recae sobre los fines y procedimientos para la producción 
normativa que al interior de cada Estado establece la norma constitucional.
En otras palabras, además de la “internacionalización del derecho cons-
titucional”, este último se ve igualmente influenciado (o amenazado, como 
dirán algunos) por esas manifestaciones contemporáneas de un derecho 
global que no solemos analizar desde las Facultades de derecho, pues se suele 
pensar (erradamente, a nuestro juicio) que la normatividad informal de la 
globalización solo se puede abordar desde la ciencia política o las relaciones 
internacionales.
Ahora bien, ¿qué posición debe adoptar el académico para comprender 
y analizar esas interrelaciones y afectaciones recíprocas entre globalización 
y constitucionalismo? Opciones y posturas, como siempre, hay muchas. Sin 
embargo, hay constitucionalistas críticos que tienden a asumir un rol activista 
o comprometido con la defensa a ultranza de una cierta pureza constitucio-
nal (frente a la economía global de mercado), para quienes la globalización 
suele ser una verdadera amenaza frente a la soberanía, el gobierno estatal o 
internacional, el ejercicio de los poderes públicos, y los derechos y garantías 
fundamentales, tanto del individuo como de la sociedad1.
Bajo ciertos contextos determinados a los constitucionalistas críticos 
no les falta razón para subir la guardia y mantenerse militantes frente a la 
defensa de los valores y principios supremos que inspiran al Estado social 
de derecho1. Sin embargo, para efectos de este trabajo no se seguirá la 
visión del constitucionalista crítico, pues se considera que la observación y 
diagnóstico del gobierno de lo público, mediante instrumentos de derecho 
global no oficial, deben hacerse preferiblemente bajo una visión empirista y 
pragmatista del derecho público, con el fin de comprender mejor esa realidad, 
tal como se presenta (y no como debe ser)15.
Entre esas realidades del derecho contemporáneo a conocer mejor, para 
luego –si se quiere– valorar mejor, está la identificación de las causas de las 
1 Cfr. antonio negri y michael hardt. Imperio, Barcelona, Paidós, 25; B. de sousa santos y 
césar rodríguez garavito (eds.). El derecho y la globalización desde abajo, México, Anthropos, 27.
1 Al respecto véase la apasionante compilación de artículos de doctrina iuspublicista española 
contenida en miguel A. garcía; josé asensi sabater y francisco balaguer callejón. Cons-
titucionalismo crítico. Liber amicorum Carlos de Cabo Martín, Valencia, Tirant lo Blanch, 215.
15 Cfr. benoit frydman. “Comment penser le droit global?”, cit., p. 2; cfr., igualmente, éric 
millard. Teoría general del derecho, B. carvajal (trad.), Bogotá, Universidad Externado de 
Colombia, 216, p. 17.
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normas jurídicas vigentes en el derecho nacional. A ese respecto debemos 
preguntarnos: ¿es nuestro derecho positivo el resultado de la voluntad 
soberana y de la búsqueda deliberada de concretización de nuestro ideario 
constitucional? Ello nos conduce a cuestionarnos más concretamente lo 
siguiente: bajo la globalización imperante en las últimas décadas, ¿qué ha 
pasado con algunas nociones tradicionales del constitucionalismo local, 
tales como gobierno soberano, jerarquización de la producción normativa y 
consecución de los fines u objetivos constitucionales?
La hipótesis que se maneja aquí es que, según lo ha resaltado Saskia 
Sassen, si se piensa en el fenómeno estatal en el marco de la globalización 
se configuran a la vez la desnacionalización de los programas estatales y la 
privatización de la elaboración de las normas16. De manera particular se pre-
tende exponer la influencia de los estándares globales (como los fijados por 
la oecd) sobre el ordenamiento vigente, la existencia de verdaderas autori-
dades globales no oficiales (como la fifa o la icann, iosco o iso), así como 
el impacto de los indicadores globales (p. ej., el reporte Doing Business del 
Banco Mundial), y de doctrinas (económicas, éticas y gerenciales) globali-
zadas del constitucionalismo que está siempre llamado a inspirar el ejercicio 
de los poderes constituidos para el gobierno de lo público. 
Para desarrollar o verificar nuestra hipótesis emplearemos una metodolo-
gía basada en el estudio de casos no jurisprudenciales (adopción de reformas 
constitucionales, legales, reglamentarias, regulatorias y de políticas públicas), 
a partir de la cual se pone en evidencia la influencia del derecho global no 
oficial en el gobierno de lo público. Por supuesto, no se trata solamente de 
describir, sino también de conectar la evidencia empírica con el marco con-
ceptual que, desde la teoría del derecho y del derecho constitucional, permite 
garantizar el análisis entrelazado entre constitucionalismo y globalización, 
a partir del caso colombiano. 
A través del método descrito se pretende, entonces, mostrar algunas 
transformaciones o mutaciones específicas de nuestro derecho nacional 
que reflejan, de una parte, el paso del gobierno soberano a la gobernanza 
global (1), y de otra, el paso del ideario constitucional a una concurrencia 
de programas mundiales oficializados (2). 
16 saskia sassen. Territorio, autoridad y derechos. De los ensamblajes medievales a los ensamblajes 
globales, cap. 5.º, Buenos Aires, Katz, 21, pp. 279-1.
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1 .  d e l  g o  i e r n o  s o  e r a n o 
a  la  g o  e r n a n z a  g l o  a l
No hay nada más paradójico y fascinante en la teoría constitucional que 
la historia de la soberanía, tanto en la teoría como en la práctica. Como lo 
recuerda Prieto Sanchís17, cuando en el marco del constitucionalismo le 
fue reconocida al pueblo la soberanía, el soberano dejó de ser una autoridad 
estatal propiamente dicha y la soberanía despareció de la vida cotidiana, 
volviéndose un poder casi metafórico; sin embargo, emergió igualmente una 
dimensión externa de la soberanía, donde cada Estado es soberano en su 
relación con los demás Estados, aunque en la práctica esta soberanía sería más 
de papel que real. Es por ello que hay autores, como Ferrajoli, que sostienen 
que el derecho internacional es un “reino de la fuerza, apenas enmascarado 
por normas en el exterior”18. 
A todo lo anterior habría que agregar que lo que aquí denominamos 
derecho global, que es por definición un derecho no oficial, emerge total-
mente al margen y sin tener en cuenta los procesos constitucionalistas locales 
y, por consiguiente, sin considerar desde su origen el concepto mismo de 
soberanía19. En particular, si nos focalizamos en la globalización económica 
usualmente calificada como neoliberal, la producción del derecho global –o 
de la normatividad alterna al derecho interno e internacional– pretende ló-
gicamente facilitar la libre iniciativa privada, la libertad de emprendimiento 
y el libre comercio de bienes y servicios urbi et orbi.
En tal sentido, ese tipo de derecho global acudirá a múltiples estrategias 
para eludir los procedimientos y controles que el constitucionalismo nacio-
nal ha consolidado en relación con la producción, ejecución y aplicación 
del derecho; de modo que el programa o los programas de gobierno global 
que impactan asuntos de interés general (lo público) se desarrolla en torno 
17 luis prieto sanchís. “Constitucionalismo y globalización”, en A. de julios campuzano. Di-
mensiones jurídicas de la globalización, Madrid, Dykinson, 27, p. .
18 La expresión trascrita es del profesor prieto sanchís, parafraseando a luigi ferrajoli. “Más 
allá de la soberanía y ciudadanía: un constitucionalismo global”, en M. carbonell y R. vásquez 
(comps.). Estado constitucional y globalización, México, unam y Porrúa, 21, p. 15; igualmente, 
luis prieto sanchís. “Constitucionalismo y globalización”, cit., p. 5.
19 Cfr. jacques chevallier. El Estado posmoderno, O. pérez (trad.), Bogotá, Universidad Externado 
de Colombia, 211, pp. 21-215.
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a una sutil interdependencia respecto de aquellos, y no bajo un esquema de 
dependencia respecto de las instituciones nacionales. 
Se ha empleado deliberadamente la expresión “elusión” como acción 
o efecto de eludir el marco jurídico-político interno para producir un de-
recho global con alcance local, toda vez que la elusión supone “evitar con 
astucia una dificultad o una obligación”, “esquivar el encuentro con alguien 
o con algo” o, simplemente, “no tener en cuenta algo, por inadvertencia o 
intencionadamente”2.
Lo que en el fondo el derecho global no oficial termina por eludir son 
varios de los atributos clásicos de la soberanía (que ya el derecho internacional 
había relativizado –aunque con la anuencia del mismo Estado), tales como el 
gobierno exclusivo de las autoridades estatales sobre el territorio nacional, la 
autodeterminación del derecho interno, de las políticas y, en últimas, de la 
forma como se gobierna en el respectivo Estado21. Esa especie de monismo 
o Estado-centrismo quedaría en jaque permanente con el gobierno de lo 
público mediante los instrumentos de derecho global no oficial22.
La estrategia de elusión opera mediante varios mecanismos astuciosos 
y que bien podríamos calificar como la base de un derecho extra-constitu-
tionem2. A continuación se presentan dos de ellos: 1.1) la consolidación de 
verdaderas autoridades no oficiales para el derecho global y los Estados, y 
1.2) la promoción, bajo poderosos condicionamientos, de la adhesión de los 
Estados a estándares globales no oficiales.
2 Real Academia Española. Diccionario de la lengua española, voz. “Eludir”, disponible en [http://
dle.rae.es/?id=EyvnKaM].
21 Extrañamente, esta nueva mutación de la soberanía en la era de la economía global hace que los 
países con regímenes menos capitalistas y que no siguen el rumbo de esa forma de globalización 
enarbolen ahora la vieja bandera de la soberanía para proclamarse como sus defensores.
22 Para una visión general de esta problemática, cfr. gunther teubner, saskia sassen y stephen 
krasner. Estado, soberanía y globalización, Bogotá, Siglo del Hombre Editores, 212.
2 “Ya habíamos reseñado cómo la soberanía jurídica del Estado se encuentra menoscabada por 
diversas regulaciones que se imponen de forma imperceptible. El llamado soft law, la lex merca-
toria, las imposiciones de los organismos financieros internacionales e incluso los mecanismos 
de ‘justicia paralelos al Estado’ son manifestaciones de este nuevo derecho extra constitución”: 
gonzalo ramírez cleves, Op. cit., pp. 21-21.
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1 . 1 .  la  c o n s o l i da c i  n  d e  a u t o r i da d e s  
d e  d e r e c h o  g l o  a l  n o  o f i c i a l
Si al día de hoy resulta posible constatar la existencia de unas fuentes globales 
del derecho2, ello es así en razón de la correlativa presencia de unos acto-
res globales que ciertamente las requieren, reclaman y siguen; pero, sobre 
todo, también es así puesto que existen unas verdaderas autoridades globales 
no oficiales que producen, fijan y exigen el cumplimiento de las diferentes 
fuentes de este derecho global. 
De acuerdo con nuestro enfoque con pretensiones empiristas y prag-
máticas, sería posible sostener que existen verdaderos espacios jurídicos 
globalizados o en vía de globalización, en cuyo interior operan reguladores 
y autoridades globales, así como actores globales que, respectivamente, fijan 
y siguen reglas, principios y estándares globales.
Aquí se tratan nociones como “espacio jurídico globalizado”, cuyo ejem-
plo emblemático es internet. En efecto, si uno pregunta en Colombia o en 
cualquier país del mundo, ¿quién gobierna y quién regula un servicio tan 
importante para casi todos en todo el mundo como internet?, o mejor, ¿se 
rige este únicamente por reglas nacionales y/o del derecho internacional? 
La mejor respuesta, probablemente, es que internet escapa parcialmente, 
en aspectos muy importantes, a las competencias de las autoridades nacio-
nales e internacionales, estas últimas entendidas como organismos creados 
en virtud del derecho internacional público, esto es, con la participación de 
la voluntad estatal y, por ende, con respeto por el principio de soberanía.
Para nadie es un secreto que internet tiene un gran regulador global, 
llamado icann, que regula y coordina directamente el sistema de identifica-
dores únicos de internet y su funcionamiento estable y seguro. Esa misma 
institución gobierna indirectamente el planeta virtual, a través de otro ente 
llamado iana, en lo que concierne la asignación global de direcciones IP, los 
sistemas autónomos, los servidores raíz de nombres de dominio dns y otros 
recursos relativos a los protocolos de internet.
Pero, lo que realmente debe sorprender es que icann no es una autoridad 
de derecho público norteamericana, y tampoco fue creada por un tratado de 
derecho internacional público. Es simplemente una entidad sin ánimo de 
2 Sobre el concepto antiguo y contemporáneo de fuente del derecho, cfr. stéphane goltzberg. 
Les sources du droit, París, puf, 216.
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lucro de derecho privado, constituida bajo las leyes del Estado de California, 
cuya regulación tecnológica debe ser seguida por el resto del mundo (si lo 
que se pretende es prestar, tener, usar, acceder y controlar la red mundial 
denominada internet). Así pues, una decisión de icann respecto de los an-
teriores temas, constituye por supuesto una fuente global de la regulación 
aplicable a internet en cualquier país del mundo25.
Y para ejercer dicha función, la junta directiva de icann no requirió de la 
voluntad de los diferentes Estados del globo terráqueo. Más fuerte aún: las 
decisiones tomadas por icann no requieren de ningún proceso posterior para 
terminar siendo acatadas en todos los países del mundo donde haya internet. 
En un espacio jurídico globalizado, o en vía de globalización, encontra-
mos entonces autoridades o reguladores globales que, como en el caso de 
icann, tienen claramente una naturaleza global y no oficial. A ello habrá de 
sumarse que se trata de una autoridad privada, expresión que a la fecha ya 
no es un contrasentido26. De hecho, se ha tomado tan en serio su condición 
de autoridad global que icann se ha visto en la necesidad de impulsar en 
los últimos años un proceso de legitimización política y democrática no 
tradicional (puesto que no es una instancia oficial), a través de la discusión e 
implementación de mecanismos de accountability y governance, relacionados 
principalmente con canales de participación ciudadana global y de partici-
pación estatal, principios y estándares de transparencia, consciencia por los 
derechos humanos e, incluso, con un proyecto de tribunal independiente 
de apelaciones27.
Ciertamente, las autoridades globales, incluyendo aquellas de origen 
multilateral como el Banco Mundial, recurren desde hace ya varios años –no 
siempre espontáneamente– a la figura de la autorregulación. Es el caso, por 
ejemplo, de la estrategia de “gobernanza de la globalización” adelantada por 
25 Cfr. christoph knill y dirk lehmkuhl. “Private Actors and the State: Internationalization 
and Changing Patterns of Governance”, en Governance, n.º 5 (1), 22, pp. 5-55.
26 Cfr. rodney bruce hall y thomas biersteker (eds.). The Emergence of Private Authority in 
Global Governance, Cambridge, Cambridge University Press, 22; j.-l. short. “Transplanting 
law in a globalized world: private transnational regulation and the legal transplant paradigm”, en 
F. bignami y D. zaring. Comparative Law and Regulation. Understanding the Global Regulaory 
Process, Northampton, Edward Elgar Publishing, 216, pp. 29-.
27 Cfr. [https://community.icann.org/category/accountability]; igualmente, T. lenard y L. white. 
“Improving icann’s governance and accountability: A policy proposal”, Information Economics 
and Policy, n.º 2, 211, pp. 189-199; rolf h. weber. “Accountability in Internet Governance”, 
en International Journal of Communications Law and Policy, vol. 1, 28, pp. 152 y ss.
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el grupo Banco Mundial, cuyo ejemplo emblemático ha sido su Panel de 
Inspección28. En resumen, se trata de un tribunal privado, independiente 
e imparcial, financiado por el Banco, pero sin vínculos de subordinación u 
obediencia respecto de las directivas del grupo; encargado de investigar si 
el Banco ha cumplido o no los manuales y procedimientos establecidos por 
él mismo para la adecuada ejecución de proyectos financiados por él y que 
pueden realizarse en cualquier lugar del mundo. La actuación de este World 
Bank’s Inspection Panel se inicia por solicitud formal presentada por cualquier 
ciudadano del mundo que se sienta injustamente afectado o perjudicado, 
y cuyo pronunciamiento final resulta vinculante para el Banco Mundial29. 
También encontramos el fenómeno de la co-regulación y la coordinación 
de alcance global, donde se asocian varios reguladores nacionales al interior 
de un organismo internacional de cooperación con el fin de fijar y coordinar 
la armonización de principios, estándares y buenas prácticas exigibles en un 
determinado sector que, a nivel local, es gobernado por cada Estado. Un 
ejemplo de esto se da en relación con la regulación y las políticas de inspec-
ción, vigilancia y control del sector financiero y bursátil, con el caso de la 
Organización Internacional de Comisiones de Valores (IOSCO)30, conformada 
por más del 95% de las autoridades nacionales estatales reguladoras del 
mercado de valores y de futuros en el mundo, la cual expide derecho blando 
(soft law) que sirve de guía a todos los reguladores internos de un mercado 
que, claramente, constituye otro espacio jurídico globalizado. 
Encontramos también el fenómeno de “labelización” mundial31, por 
el cual todos los actores de un determinado sector o mercado siguen como 
verdaderas normas los estándares de calidad en procedimientos y servicios, 
y sobre todo las normas técnicas aplicables en muchos campos32. Muestra de
ello son justamente las normas técnicas ISO (Organización Internacional
de Normalización), entidad privada que es el mayor desarrollador mundial de
estándares internacionales voluntarios y que facilita el comercio mundial




31 Cfr. H. BERGERON, P. CASTEL y S. DUBUISSON-QUELLIER. “Gouverner par les labels”, Gouvernement 
et action publique, n.º 3, Presses de Science Po, 2014, pp. 7-31.
32 Cfr. HÉCTOR SANTAELLA QUINTERO. Normas técnicas y derecho en Colombia, Bogotá, Universidad 
Externado de Colombia, 2008.
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al proporcionar estándares comunes entre países. En ese sentido, nadie 
dudaría del estatus de autoridad privada que la ISO tendría en la economía 
globalizada, como quiera que en la práctica toda empresa, o inclusive toda 
agencia estatal, que desee mostrar sus sellos de calidad para sus respectivos 
procesos debe adaptarse a dichos cánones globales. 
Más sorprendente aún, pero al mismo tiempo más fácil de entender, es 
también el derecho duro y blando por el cual se rige el deporte profesional, 
emanado de las federaciones y organizaciones mundiales deportivas de na-
turaleza igualmente privada. Por ejemplo, las normas FIFA van más allá de las 
reglas para jugar fútbol, pues determinan la acreditación de federaciones y 
clubes deportivos, las reglas y procedimientos disciplinarios, los estándares 
éticos y de seguridad, la comercialización de derechos de transmisión y 
marketing ligados a competencias y torneos, el delicado tema de la transfe-
rencia de los jugadores y la solución de controversias internacionales (que 
generan de paso una jurisprudencia en el derecho del deporte33)34. Si se 
trata de fútbol, no hay autoridad más grande y poderosa en el mundo que la 
FIFA, la cual no requiere consultar a ningún Estado para ejercer su imperium. 
Finalmente, la verificación de las fuentes globales del derecho también 
moviliza las nociones de “problema jurídico, controversia o litigio trasnacio-
nal” para señalar aquellos diferendos que no son resueltos por autoridades 
de derecho nacional ni de derecho internacional en estricto sentido, sino 
por tribunales arbitrales privados, como es el caso, por ejemplo, del Centro 
Internacional para la Resolución de Disputas (ICDR), presentado como la 
sección global de la Asociación Americana de Arbitraje (AAA)35. Aquí es la 
auto-regulación de los actores la que habilita que la solución de controversias 
no provenga de autoridades nacionales ni de organismos internacionales. 
En modo alguno la ausencia de habilitación o intervención estatal, o de or-
ganismos de derecho internacional público le resta el carácter de autoridad 
global privada a dichos tribunales de arbitramento36. 
33 Cfr. FRANZ DE WEGER. The jurisprudence of the FIFA Dispute Resolution Chamber, Berlín, Heidel-
berg, Asser Press, 2016; JUAN DE DIOS CRESPO PÉREZ y RICARDO FREGA NAVIA. Comentarios al 
reglamento FIFA: con análisis de jurisprudencia de la DRC y del TAS, Colección Derecho Deportivo, 
vol. 10, Madrid, Dykinson, 2010.
34 Para hacerse una idea del vasto conjunto de competencias que tiene a nivel mundial la FIFA, cfr. 
[http://es.fifa.com/about-fifa/official-documents/index.html].
35 Cfr. [https://www.icdr.org/about_icdr].
36 Cfr. JOSÉ ALBERTO TORO VALENCIA. “La autoridad privada en la gobernanza global. Una aproxi-
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Si existen autoridades globales cuya fuerza vinculante no deriva ni directa 
ni indirectamente de la voluntad estatal, también debe existir, entonces, 
como lo recuerda Jacques Chevallier –apoyado en Jean-Bernard Auby (La 
globalisation, le droit et l’État) y en André-Jean Arnaud (Entre modernité et 
mondialisation)–, un derecho extra-estatal en el entorno global, el cual “su-
pone el establecimiento de normas, requeridas por los propios operadores, 
que no pueden ser únicamente creación de los Estados” 7; normas que, por 
consiguiente, surgen en gran medida por iniciativa de los actores globales. 
1 . 2 .  la  r e c e p c i  n  d e  l o s  e s t  n da r e s  g l o  a l e s  
n o  o f i c i a l e s  p o r  e l  e s ta d o  c o l o   i a n o  8
Una forma de verificar la existencia y la astuciosa fuerza vinculante (distin-
ta a la coerción oficial del derecho de origen estatal) del derecho global no 
oficial, consiste en constatar la gran acogida que en varios sistemas jurídicos 
nacionales, por ejemplo, el colombiano, han tenido las recomendaciones y 
estándares de actores globales como la Organización para la Cooperación y 
el Desarrollo Económico (ocde). 
En efecto, varias son las reformas regulatorias que el Estado colombiano 
ha efectuado con el fin de dotar al sistema jurídico nacional de un régimen 
normativo que pueda asegurar calidad regulatoria9; todo ello en el marco 
del proceso de ingreso eventual de Colombia a la ocde. Dichas reformas se 
hacen en gran medida como respuesta obediente del Gobierno Nacional a 
las recomendaciones que formula la ocde, las cuales operan como un típico 
informal constraint para la formalización posterior de normas jurídicas. 
mación desde el arbitraje internacional de inversiones”, International Law. Revista Colombiana 
de Derecho Internacional, n.º 29, 216, pp. 25-278.
7 jacques chevallier. El Estado posmoderno, cit., p. 21.
8 Este acápite retoma parte de una investigación hecha para la elaboración de una ponencia inédita, 
presentada en el marco del Congreso Internacional de la Law and Society Association en 217, 
recopilada en el siguiente working paper: “The impact of oecd Recommendations and the World 
Bank’s Doing Business Report in the Colombian Legal System: the challenge of ensuring regu-
latory quality and performance within a culture of non-compliance with rules”, Documentos de 
Trabajo, n.º 9, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 217.
9 Cfr. bernardo carvajal sánchez. “¿Cómo asegurar calidad regulatoria?”, Revista Digital de 
Derecho Administrativo, n.º 9, 21, pp. 1-62. 
 Este término fue inicialmente propuesto por douglass north. Institutions, Institutional Change 
and Economic Performance, Cambridge, Cambridge University Press, 199; cfr. en particular 
capítulo 5. Para ser más específicos, podría decirse que las recomendaciones y estándares de la 
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En materia de calidad regulatoria, la ocde inició en 1997 el estudio y 
divulgación del tema (así se concibe usualmente el derecho global no ofi-
cial), y luego, a partir de 25, tras la expedición de los Guiding Principles 
for Regulatory Quality and Performance1 (así se publica frecuentemente el 
derecho global no oficial), la Organización desarrolló y consolidó una im-
portante expertise técnica en cuanto a la formulación de métodos, estándares 
y técnicas para dicho fin.
En particular, a todo país que pretenda asegurar calidad regulatoria, la 
ocde le recomienda: 1) Adoptar el método del Regulatory Impact Analysis 
(ria); 2) Incluir affirmative actions o enfoque diferencial para apoyar a las 
pequeñas y medianas empresas; ) Analizar la relación costo-beneficio al 
estudiar la proporcionalidad de las medidas y decisiones estatales sobre los 
mercados; ) Asegurar la revisión gradual de la regulación expedida (ex post 
ria) en cuanto a su eficacia en la práctica; 5) Reducir el número de regula-
ciones vigentes (desregulación, racionalización, simplificación, depuración 
de los regímenes jurídicos), y 6) Crear una autoridad que se encargue de 
administrar y coordinar todos los procesos de reforma regulatoria para todo 
el territorio nacional.
Colombia ha sido un país muy obediente a la ocde en esta materia, pues 
en los últimos años ha logrado incorporar lo siguiente dentro del sistema 
jurídico nacional:
i) En enero de 212, es decir, un año después de solicitar el inicio del 
proceso de adhesión a la oecd, se expidió el Decreto ley 19 de 212, por 
el cual, entre muchos otros aspectos relacionados con la política “anti-
trámites”, le asigna al Departamento Administrativo de la Función Pública 
(dafp) el papel de gerente de la estandarización y de la coherencia de la 
regulación, y de coordinador de las autoridades de regulación de todos los 
sectores económicos y sociales. Inclusive, en ese dispositivo legal se exige 
un mínimo de Análisis de Impacto Regulatorio (ria), toda vez que el dafp 
ocde son condicionamientos o constreñimientos informales de naturaleza mixta, pues si bien son 
voluntarios (voluntary), el país se compromete a aplicarlos como si fueran vinculantes (binding): 
cfr. sabino cassese y lorenzo casini. “Public Regulation of Global Indicators”, en kevin 
davis, angelina fisher y benedict kingsbury. Governance by Indicators, Oxford University 
Press, 212. En efecto, si un país quiere obtener el nivel “oecd member”, es lógico que haga lo 
posible por realizar el mayor número de reformas regulatorias en cada uno de los temas que la 
organización evalúa.
1 Cfr. [https://www.oecd.org/fr/reformereg/9765.pdf].
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debe autorizar todos los trámites administrativos y nuevas regulaciones con 
base en la técnica de la evaluación ex ante2. 
ii) En 21 la ocde publicó su estudio sobre la política regulatoria co-
lombiana, documento que se convirtió en una especie de carta de navega-
ción para el ingreso de Colombia en dicho club de países. Al año siguiente, 
mediante el Decreto 152 de 21, el Gobierno Nacional –a través del Mi-
nisterio de Justicia– creó una Comisión Intersectorial para la Armonización 
Normativa, la cual debía suprimir formalmente unas 1. normas que 
estaban dispersas, y evaluar la supresión de aquellas que pudieran calificarse 
como obsoletas. El primer resultado de ese trabajo fue la expedición de 21 
decretos únicos reglamentarios de cada sector de la administración pública, 
la economía y la vida social; mientras se produjo un proyecto de ley sobre 
“depuración normativa” en relación con las leyes de la República. 
iii) En 21 se adoptó igualmente el documento conpes n.º 816[], que 
fijó las bases normativas para una política pública integral relativa a la calidad 
regulatoria (llamada “mejora normativa”) para todo el Estado colombiano, 
y cuyos componentes retomaron lo esencial de los “guiding principles” de la 
ocde en la materia. Se reforzó así la participación y el rol de promoción y 
coordinación del Departamento Nacional de Planeación (dnp).
iv) A partir del documento conpes, manifestación interna del soft law 
administrativo, el dnp y la ocde crearon a finales de 215 otro instrumento 
de derecho blando denominado “Guía metodológica de análisis de impacto 
normativo”5. Ese derecho blando se combinó luego con un poco de “dere-
cho duro”, bajo la forma del Decreto reglamentario 27 de 217, que reguló 
parcialmente el procedimiento general de expedición de la regulación en 








An%C%A1lisis%2de%2Impacto%2Normativo.pdf]. Con el fin de promover de algún modo 
la independencia política, el perfil técnico y cierta estabilidad del Superintendente de Industria 
y Comercio, del Superintendente Financiero y del Superintendente de Sociedades, ese mismo 
año se expidió el Decreto 1817 de 215; lo que también podría verse como una respuesta parcial 
al estudio de la ocde sobre Colombia, publicado en 21.
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Colombia, en concordancia con la Ley 17 de 211 y, sin decirlo explíci-
tamente, con los estándares de la ocde. 
El proceso de ingreso de Colombia a la ocde (y, por tanto, la recepción 
de sus estándares dentro del ordenamiento nacional), al igual que en el caso 
de la “mejora normativa”, seguirá siendo uno de los escenarios ideales para 
el estudio de los efectos del derecho global no oficial, sobre el gobierno de 
lo público.
Lo anterior no es necesariamente la prueba del “eclipse del Estado”6, 
pero sí de su imbricación7 con otros actores (como si fuera una pequeña 
matrioshka al interior de varios actores globales más grandes –como la ocde). 
En ese sentido, la vieja idea del gobierno soberano se ve ahora enmarcada 
en el esquema de la gobernanza global. 
Resta observar cómo la ley, expresión de la voluntad general para Rous-
seau, obedece cada vez más a las diferentes agendas globales de reforma del 
derecho local. 
2 .  d e l  i d e a r i o  c o n s t i t u c i o n a l 
a  la  c o n c u r r e n c i a  d e  p r o g r a  a s   u n d i a l e s
Todos los grupos de interés que podemos imaginar en cualquier sector polí-
tico, económico, social, científico o cultural tienen sus respectivos programas 
mundiales, es decir, una o varias estrategias para ejercer un cierto poder de 
influencia en los diferentes procesos de globalización, el cual se focaliza 
con frecuencia en “agendas de reforma regulatoria global” que se deben 
materializar progresivamente en la casi totalidad de países del mundo. Por 
supuesto, al no haber una sola agenda por sector, los Estados suelen recibir 
6 “Los debates actuales tratan menos sobre la forma de las instituciones públicas que sobre el 
alcance en el que el poder privado puede (o debe) ser supervisado por una autoridad pública. La 
revigorizada fe política en la eficacia de los mercados, combinada con un redescubrimiento de la 
sociedad civil, crea un conjunto carismático de sustitutos para las instituciones públicas y una 
correspondiente serie de argumentos para el ‘eclipse del Estado’”: peter evans. “¿El eclipse del 
Estado? Reflexiones sobre la estatalidad en la época de la globalización”, en aa.vv. La globalización 
y el orden jurídico. Reflexiones contextuales, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 27, 
p. 8.
7 De ahí que para ulrich beck, la globalización lato sensu corresponda a “… procesos en virtud de 
los cuales los Estados nacionales se entremezclan e imbrican mediante actores trasnacionales, con 
sus respectivas posibilidades de poder, orientaciones, identidades y entramados varios”: ulrich 
beck. ¿Qué es la globalización?, cit., p. 29.
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al mismo tiempo una múltiple influencia derivada de esa concurrencia de 
programas mundiales. 
Un mecanismo bastante sutil, y al mismo tiempo poderoso, es el de los 
indicadores o mediciones globales. Muy conocido de tiempo atrás por fuera 
del derecho, por ejemplo en el mundo de las finanzas y la administración de 
empresas, este dispositivo se aplica ahora para evaluar y comparar la eficacia 
y performance del derecho. Cada grupo de interés suele tener o proponer 
su legal indicator, por lo que el campo de las legal metrics está actualmente 
en auge8.
Esta astucia de los actores globales se enmarca a su vez en otra tenden-
cia más que se ha vuelto típica al hablar de las mutaciones del Estado en 
el contexto de la globalización: la aplicación de instrumentos de gobierno 
corporativo a la gestión de lo público, lo que suele denominarse entonces 
new public management9. Así, sobre el ideario constitucional, donde todos 
los poderes constituidos buscan optimizar o maximizar la concretización de 
los mandatos del constituyente, se yuxtaponen ahora misiones, programas, 
agendas, acciones, documentos de trabajo, guías, indicadores, informes y 
reportes (muchos de origen global) que condicionan y determinan el que-
hacer de la burocracia estatal contemporánea5. 
Al interior del Estado colombiano la ley sigue siendo producto del tra-
bajo legislativo del Congreso de la República. Sin embargo, en ocasiones se 
termina por imponer una doble presión sobre el legislativo: de un lado, la 
clásica presión del Gobierno en el marco de un presidencialismo latinoame-
ricano, y de otro, la presión de los indicadores globales sobre el Gobierno. 
De ahí que podamos verificar la influencia de esos dispositivos en la pro-
ducción legislativa colombiana (2.1) y, complementariamente, constatar la 
consolidación de una interdependencia del derecho público interno con el 
neoliberalismo y el management corporativo (2.2), lo que parece reconfirmar 
esa realidad donde los linderos entre el derecho y los demás sistemas con 
8 Cfr. kevin davis, angelina fisher y benedict kingsbury. Governance by Indicators, Oxford 
University Press, 212; benoit frydman y A. van waeyenberge. Gouverner par les standards et 
les indicateurs: de Hume aux rankings, Bruselas, Bruylant, 21; D. restrepo-amariles. “Legal 
indicators, global law and legal pluralism: an introduction”, The Journal of Legal Pluralism and 
Unofficial Law, 7, 215.
9 Cfr. jacques chevallier. El Estado posmoderno, cit., pp. 126 y ss.
5 Cfr. alain supiot. La Gouvernance par les nombres, París, Fayard, 215, pp. 228-22.
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pretensión normativa reflejan de algún modo la nueva interacción entre 
derecho oficial y derecho no oficial.
2 . 1 .  la  i n f l u e n c i a  d e  l o s  i n d i c a d o r e s  g l o  a l e s 
e n  la  p r o d u c c i  n  n o r  at i a  n a c i o n a l 5 1
Desde 2 el Grupo Banco Mundial ha publicado anualmente el reporte 
Doing Business (DB), el cual se ha convertido en uno de los indicadores más 
importantes del mundo, puesto que  refleja de manera objetiva la medición 
comparativa de las regulaciones relacionadas con la forma de hacer negocios, 
así como su eficacia en más de 19 países52. Todos los años se establece un 
ranking de países en función de cuán fácil o difícil es hacer negocios en ellos, 
según un tipo de regulación que abarca los diez sectores objeto de medición 
(p. ej., creación de una empresa, permisos de construcción, cumplimiento 
de contratos, conexión a energía eléctrica, protección de los inversionistas, 
comercio transfronterizo, pago de impuestos, etc.).
Es un hecho que un solo reporte Doing Business puede pasar fácilmente 
del ámbito de lo puramente descriptivo al de lo prescriptivo, mediante la 
técnica de los informal constraints. En efecto, su influencia comienza con 
la fijación de una metodología de medición a partir de un caso hipotético; 
luego, el país cuya regulación permita satisfacer de la mejor manera ese caso 
ideal, recibirá el puntaje más alto. Por consiguiente, se instala una lógica de 
competencia entre naciones, donde el país que desee mejorar su puesto en 
el ranking tenderá a imitar las reformas hechas por los países que ocupan los 
primeros lugares o, cuando menos, a aquellos “top reformers” cuya reforma 
regulatoria resultó exitosa para subir el mayor número de puestos posible 
en el ranking.
En el caso colombiano los Doing Business reports son el origen o la causa 
de un número importante de reformas legislativas y reglamentarias. De 
51 Este acápite retoma igualmente parte de la investigación hecha para la construcción de una ponen-
cia inédita, presentada en el marco del congreso internacional de la Law and Society Association 
en el año 217, recopilada en el working paper “The impact of oecd Recommendations and the 
World Bank’s Doing Business Report in the Colombian Legal System: the challenge of ensuring 
regulatory quality and performance within a culture of non-compliance with rules”, Documentos 
de Trabajo, n.º 9, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 217.
52 Cfr. The World Bank Group. “Doing Business 217, Equal opportunity for all”, 216, disponible 
en [http://www.doingbusiness.org/reports/global-reports/doing-business-217].
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hecho, el reporte de 216[5] resaltó que Colombia es el único país de Lati-
noamérica y el Caribe que desde 29 ha llevado a cabo reformas en todos 
y cada uno de los ámbitos medidos; tendencia que ya había sido destacada 
por el respectivo reporte del año 21[5].
De los varios ejemplos que podrían contarse expondremos muy su-
cintamente dos en los cuales la legislación parece hecha sobre medida. No 
necesariamente a la medida de los cánones nacionales, sino particularmente 
a la medida de la metodología de medición implementada por el reporte 
DB, probablemente con la finalidad de mejorar la puntuación y ubicación 
del sistema jurídico colombiano en el ranking patrocinado por el Banco 
Mundial. Veamos.
En primer lugar está el caso de la expedición de la Ley 1116 de 26 
–por la cual se adoptó el régimen de insolvencia empresarial–, cuyo pro-
ceso legislativo y texto aprobado deberían analizarse a la luz del indicador 
“cierre de una empresa” o “resolución de la insolvencia” establecido por el 
reporte DB. En efecto, lo que fue objeto de esta ley, es decir, la racionali-
zación del procedimiento de insolvencia, la simplificación del trámite de la 
liquidación obligatoria, la reducción de plazos para llegar a un acuerdo de 
reestructuración, la disminución de los costos de transacción, corresponde 
justamente a la metodología de medición empleada en abstracto por el DB. 
Y eso no corresponde a nuestra intuición sino que es lo que directamente 
ha reconocido el Banco Mundial en el reporte del año 29[55]. Y tampoco 
es coincidencia que en los últimos diez años Colombia ha estado entre los 
puestos 26 y  del ranking DB, lo cual es uno de los mejores resultados 
históricos del país en dicha medición.
En segundo lugar está el caso de la ley 1676 de 21, conocida como ley 
de las garantías mobiliarias, antes de la cual Colombia no contaba con una 
regulación que permitiera a los bancos otorgar créditos respaldados con ese 
5 The World Bank Group. Doing Business 216, Measuring regulatory quality and efficiency, 215, 
disponible en [http://www.doingbusiness.org/reports/global-reports/doing-business-216].
5 The World Bank Group. Doing Business 2010, Reforming through difficult times, 29, p. 15, dis-
ponible en [http://www.doingbusiness.org/reports/global-reports/doing-business-21]: “En 
los últimos años, Colombia, Egipto, Georgia, Macedonia, Isla Mauricio y Rwanda han cada uno 
puesto en marcha al menos 19 reformas que cubren 8 o más de los 1 campos de medición por 
parte de Doing Business” (traducción propia).
55 The World Bank Group. Doing Business 2009, 28, p. 5, disponible en [http://espanol.doing-
business.org/reports/global-reports/doing-business-29].
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tipo de garantía. Por su parte, el indicador DB denominado “obtención de 
créditos” emplea una metodología de medición basada en un escenario donde 
se supone que el país en el que se va a invertir tiene una regulación para 
ese tipo de garantías. De hecho, en el reporte de 21 Colombia ocupaba el 
puesto 7 en esa categoría, pero luego de la entrada en vigencia de la nueva 
legislación, para ese mismo indicador el país subió súbitamente al segundo 
puesto en el reporte de 215. 
Los anteriores ejemplos reflejan una estrategia más de gobernanza de la 
globalización, de la cual no necesariamente son conscientes todos los actores 
locales, incluyendo nuestros representantes políticos. La desnacionalización 
parcial alrededor de esos temas bajo influencia del informe DB resulta aquí 
evidente. Al mismo tiempo, dichos ejemplos de legislación colombiana 
muestran una importante concurrencia entre indicadores globales y nor-
matividad jurídica en el marco de la globalización, pues los primeros son 
usados para “controlar y pilotear a distancia la evolución de las normas e 
instituciones jurídicas”56.
No extraña, entonces, que algunos autores teman que la fuerza de los 
indicadores y de las mediciones del derecho en la globalización conduzcan 
a la “decadencia de la ley”57, al menos como se concebía en el proyecto 
constitucionalista original.
2 . 2 .  la  i n t e r d e p e n d e n c i a  d e l  d e r e c h o  p   l i c o 
i n t e r n o  c o n  e l  n e o l i  e r a l i s  o  y  e l   a n a g e  e n t 
c o r p o r at i  o 5 8
Dos casos finales nos ayudarán a ilustrar el cruce de programas globales 
con la producción y orientación de nuestro derecho público nacional. Aquí 
llegamos probablemente al encuentro más directo entre normatividad ju-
56 benoit frydman. “Prendre les standards et les indicateurs au sérieux”, en benoit frydman y 
A. van waeyenberge (dirs.). Gouverner par les standards et les indicateurs, cit., p. 6.
57 alain supiot. La Gouvernance par les nombres, cit, cap. 6, p. 157 y ss.
58 Los ejemplos relativos a la influencia del neoliberalismo económico sobre el derecho positivo 
colombiano son tomados de nuestra ponencia inédita “Insertion, concurrence et interaction des 
normativités juridiques et non-juridiques: le cas colombien”, presentada en octubre de 216 en 
la Universidad Libre de Bruselas, en el marco de un coloquio internacional, organizado por el 
Centro Perelman de filosofía del derecho, sobre el fenómeno de la internormatividad o concu-
rrencia y confluencia de normatividades jurídicas y no jurídicas. 
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rídica (en el sentido idealista del positivismo constitucional) y otros tipos 
de normatividad.
En primer lugar corresponde presentar el caso de la Ley 17 de 211, 
ley de la regla fiscal, promovida por el Gobierno con el fin de, grosso modo, 
fijar un tope o techo cuantitativo, rígido e inflexible, al déficit fiscal. Por 
cierto, esa ley fue aprobada por el Congreso de la República apenas cuatro 
días después de haberse aprobado la reforma constitucional que insertó en 
la Constitución de 1991 el criterio de sostenibilidad fiscal59, dirigido a todos 
los poderes públicos.
En su exposición de motivos el Ministro de Hacienda indicó que los 
beneficios derivados de la adopción de esa regla fiscal eran ampliamente re-
conocidos en todo el mundo, y agregó que en la última década varios Estados 
habían optado por imponer ese tipo de dispositivos de control del déficit, 
para concluir señalando que, según estudios específicos del fmi, dicho mé-
todo de control cuantitativo, al aplicar la austeridad, había resultado exitoso 
en cerca de ochenta países6. Esa exposición de motivos se focalizó en las 
ventajas macroeconómicas que traería la nueva regla pues, de acuerdo con 
la ciencia económica (sin especificar más detalles), el país se beneficiaría al 
prohibir que los gastos estructurales superaran los ingresos estructurales por 
encima del monto que la ley fijaba al déficit estructural máximo. A ese tope, 
que es del 1% del pib (previsto para 222), se llega mediante un programa 
de decrecimiento del déficit igualmente ordenado por la ley. La apuesta del 
Gobierno con dicha ley era “contribuir a la estabilidad macroeconómica, 
minimizar la volatilidad del ciclo económico y permitir continuar el camino 
de un crecimiento sostenido”61.
Ahora bien, esa regla fiscal impuesta mediante la ley no era más que la 
positivización de una cierta doctrina económica con pretensiones prescrip-
tivas. Dado que no existe una sola escuela de pensamiento económico, esa 
regla que presentaron como un dogma incontestable de “la” economía no era 
más que la prueba del éxito de algunos autores neoliberales que alcanzaron 
a ejercer gran influencia en los legisladores estatales de muchos países, en 
59 Acto legislativo n.º  del 1 de julio de 211, por el cual se reformó el artículo  constitucional.
6 Cfr. Proyecto de ley n.º 112 de 21 (Cámara), Gaceta del Congreso, n.º 78, 6 de octubre de 21. 
Allí se refieren, por ejemplo, a la legislación de Chile, de Perú, de Turquía y de Noruega.
61 Ídem.
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particular, de aquellos con gobiernos conservadores desde el punto de vista 
de la hacienda pública.
En efecto, luego de la publicación de un famoso paper, elaborado en 
21 por dos prestigiosos economistas62 (de los cuales uno había sido chief 
economist y director de investigaciones del fmi) a propósito de las medidas 
keynesianas puestas en marcha luego de la crisis financiera de 28, pareció 
que se había descubierto una nueva verdad económica universal, según la 
cual, un alto nivel de deuda pública siempre tendrá efecto negativo en el 
crecimiento de un país. Doctrina que no solo se impuso en su momento 
sobre otras doctrinas económicas con iguales pretensiones normativas, 
sino que, además, y sobre todo, se impuso en varios países bajo la forma de 
derecho positivo.
Así, la Ley 17 de 211 no es más que una norma económica cuyo conte-
nido material proviene de una doctrina que logró imponerse en un momento 
determinado, y cuya normatividad jurídica es puramente formal; mas su 
peso en el ordenamiento será directamente proporcional al peso que tenga 
el neoliberalismo en nuestro derecho de la hacienda y las finanzas públicas. 
Esa regla no es nada banal, pues marcó una ruptura con las legislaciones 
anteriores, como quiera que antiguamente todos los gobiernos nacionales 
tenían un amplio margen de maniobra para escoger la política fiscal que 
estimaban más conveniente y oportuna para el país, condicionada, por 
supuesto, por su orientación político-económica. Pero lo que ahora ocurre 
con esta ley es que se ha empleado la institución legislativa para fijar en el 
tiempo una sola visión de la economía que, por demás, no parece inmutable.
Nótese cómo la justificación sustancial de ese tipo de normas, así como 
su legitimidad y hasta su nivel de coerción en la práctica, quedarían ligadas 
al grado de interiorización de la creencia en sus beneficios. Ello no resulta 
nada irrelevante, puesto que la legitimidad económica de la doctrina que 
inspiró esa ley se puso en duda, luego del estudio publicado en 21 por 
tres investigadores6.
62 carmen reinhart y kenneth rogoff. “Growth in a Time of Debt”, American Economic Review: 
Papers & Proceedings, 1, mayo de 21, pp. 57-578, disponible en [http://scholar.harvard.
edu/files/rogoff/files/growth_in_time_debt_aer.pdf].
6 thomas herndon, michael ash y robert pollin. “Does High Public Debt Consistently Stifle 
Economic Growth? A Critique of Reinhart and Rogoff ”, Working Paper Series, peri, University 
of Massachusetts Amherst, n.º 22, abril de 21. 
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En particular, este último paper demostró que esa regla económica fun-
dada en la idea de la relación nociva entre deuda pública y crecimiento era 
el resultado de análisis erróneos, por causa probablemente de omisiones 
selectivas en el manejo de las cifras y las estadísticas sobre las cuales se fun-
dó la idea de la regla fiscal. Con posterioridad a esa refutación académica, 
un importante grupo de economistas de renombre pusieron igualmente en 
duda ese tipo de leyes de austeridad cuantitativa e inflexible6.
Sin embargo, a pesar de la pérdida de legitimidad de la norma económica 
que dio lugar a la regla jurídica, la Ley 17 de 211 sigue vigente65. A esa 
dramática paradoja nos condujo la forma de interdependencia entre nuestro 
derecho público y la doctrina económica neoliberal.
Ahora bien, en segundo lugar, bajo un enfoque más prospectivo, corres-
ponde anunciar lo que está pasando, y podrá pasar, en cuanto a la forma de 
manejar la lucha contra la corrupción y la falta de integridad y transparencia 
al interior de los órganos y autoridades del Estado.
Se podría pensar que es preciso seguir penalizando y disciplinando toda 
conducta y nueva conducta de incumplimiento de la ley por los servidores 
públicos y particulares en ejercicio de funciones administrativas y que, 
adicionalmente, deben emplearse las acciones populares en defensa de la 
moralidad administrativa y del patrimonio público, junto con los procedi-
mientos de responsabilidad fiscal. Esa visión tradicional, propia del jurista, 
y que tendría amparo directo en el texto constitucional, no es, sin embargo, 
la única tendencia en la materia. 
De hecho, el énfasis proviene ahora de la prevención de la corrupción, de 
la autorregulación, de los estándares de transparencia, integridad y buenas 
6 xuan changyong, sun jun y yan chen. “Foreign debt, economic growth and economic cri-
sis”, en Journal of Chinese Economic and Foreign Trade Studies, vol. 5, n.º 2, 212, pp. 157-167; P. 
skott. “Public debt, secular stagnation and functional finance”, Working Paper, University of 
Massachussets Amherst, 215-12; william r. dipeitro y emmanuel anoruo. “Government 
size, public debt and real economic growth: a panel analysis”, Journal of Economic Studies, vol. 
9, Iss. , 212, pp. 1-19; andros kourtellos, thanasis stengos y chih ming tan. “The 
effect of public debt on growth in multiple regimes”, Journal of Macroeconomics, 8, 21, pp. 
5-; joâo basilio pereima, manuela merki y fernando motta correia. Economic growth 
and public debt: addressing unobserved heterogeneity, Universidad de Paraná, julio de 215, pp. 1-21.
65 Los economistas lideran el debate sobre la necesidad de cambiar la ley de la regla fiscal: cfr. 
“Llegó la hora de romper la regla fiscal?”, Revista Dinero, edición especial Regla fiscal: si o no?, 9 
de enero de 216, disponible en [http://www.dinero.com/edicion-impresa/caratula/articulo/
debemos-romper-la-regla-fiscal-en-colombia-en-216/216].
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prácticas en el ejercicio de la actividad pública. Todo ello no surge en rea-
lidad del ideario constitucional que hemos heredado, pues a decir verdad, 
es fruto de la trasposición de instrumentos propios del buen management 
corporativo y del corporate governance.
Esa normatividad gerencial permeó primero el derecho privado, el dere-
cho de la empresa, y ahora se dirige al derecho del Estado. En efecto, la lógica 
de la compliance ha llegado probablemente para quedarse, y en virtud de ella 
es posible adoptar en todo tipo de estructuras programas de cumplimiento 
de normas, orientados principalmente a evitar la corrupción, el lavado de 
dinero, la financiación del terrorismo o el soborno trasnacional, así como a 
fomentar y garantizar buenas prácticas de transparencia e integridad ética 
en el desempeño de las labores de una empresa privada, pero, también –y 
¿por qué no?– de una entidad estatal.
Por un lado, ya se ha puesto en marcha el arsenal de estrategias de dere-
cho global no oficial, como ocurre con la “norma” iso 196[66] relativa al 
compliance management systems, o el manual de la ocde y del Banco Mundial 
sobre ética anticorrupción y los elementos de cumplimiento, publicado en 
21[67], sus recomendaciones para combatir la corrupción pública extranjera 
en negocios internacionales, sus recomendaciones acerca de los principios 
de transparencia e integridad en el lobbying, o bien la guía práctica de ética 
anti-corrupción y del programa de cumplimiento para empresas, elaborada 
por la Oficina de las Naciones Unidas contra las drogas y el delito68. A ello 
se debe sumar el hecho de que la legislación norteamericana se suele aplicar 
extraterritorialmente, ya no solo con base en instrumentos “blandos”, como 
la lista ofac, sino también con el peso de las leyes fatca y fcpa69.
Dado que la corrupción ya no solo se da ni obedece a razones puramente 
locales, los diferentes mecanismos de gobierno global no oficial hacen lo 
suyo para alcanzar, luego del sector privado, el sector oficial. De ahí que, en 
un futuro no muy lejano, las autoridades estatales no podrán contentarse 
con establecer mecanismos de rendición de cuentas a la ciudadanía, o con 
estándares de transparencia y de revelación de información al público, pues 




69 Foreign Account Tax Compliance Act y Foreign Corrupt Practices Act.
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en principio para el buen gobierno corporativo privado, terminará aplicán-
dose –más temprano que tarde– al gobierno de lo público. Dicho de otro 
modo, pronto nos llegará la public compliance7. 
Más allá de los mecanismos de información y monitoreo para la preven-
ción del lavado de dinero y de financiamiento al terrorismo (sarlaft) y de la 
legislación sobre lucha contra el soborno trasnacional (Ley 1778 de 216), 
lo que viene por ejemplo con el proyecto de Ley 5 de 217[71] (Cámara) 
no es solamente la obligatoriedad para que las autoridades de inspección, 
vigilancia y control exijan la adopción de programas de cumplimiento an-
ticorrupción a sus vigilados (art. 62), sino también que la gestión del riesgo 
de corrupción se convierta en una obligación para todas las entidades del 
Estado, a través –entre otros mecanismos– de la adopción e implementación 
de un plan anticorrupción72.
Esa tendencia, por supuesto, no es una idea nacional elaborada por visio-
narios constitucionalistas; es más bien el logro de un determinado programa 
global que se materializa mediante su oficialización a nivel local.
c o n c l u s i o n e s  ( i n e  i ta  l e  e n t e  t r a n s i t o r i a s )
En términos muy generales, el presente escrito reconfirma lo advertido 
hace varios años por Twining, cuando sostenía que la globalización plantea 
tres grandes desafíos a la teoría del derecho (incluyendo las teorías del 
constitucionalismo), a saber: i) desafía aquellas teorías que “tratan a los 
7 Cfr. adán nieto martín y manuel maroto calatayud. Public compliance. Prevención de la 
corrupción en administraciones públicas y partidos políticos, Ediciones de la Universidad de Castilla-
La Mancha, 21.
71 “Por medio del cual se adoptan medidas en materia penal en contra de la corrupción, acumulado 
con los siguientes proyectos: proyecto de ley 19 de 217 cámara, proyecto de ley 11 de 217 
cámara, proyecto de ley 16 de 217 senado, proyecto de ley 7 de 217, proyecto de ley 52 de 
217 y se dictan otras disposiciones”.
72 El artículo 1.º del proyecto en mención pretende modificar el artículo 7 de la ley 17 de 211, 
así: “Plan Anticorrupción y de Atención al Ciudadano. Cada entidad del orden nacional, depar-
tamental y municipal deberá elaborar anualmente una estrategia de lucha contra la corrupción y 
de atención al ciudadano. Dicha estrategia contemplará, entre otras cosas, el mapa de riesgos de 
corrupción en la respectiva entidad, las medidas concretas para mitigar esos riesgos, las estrate-
gias de racionalización de trámites, rendición de cuentas, transparencia, acceso a la información 
pública y cultura de integridad, los mecanismos para mejorar la atención al ciudadano, así como 
todas aquellas iniciativas adicionales que la entidad considere necesarias incluir dentro de su Plan 
Anticorrupción y de Atención al Ciudadano para combatir la corrupción”.
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Estados-nación, las sociedades, los sistemas jurídicos y los ordenamientos 
jurídicos como si fuesen entidades cerradas, impermeables, que se pueden 
estudiar aisladamente”; ii) desafía la idea según la cual el derecho y su teoría 
se restringen “a dos tipos de ordenamiento jurídico: el derecho estatal y el 
derecho internacional público, concebido como aquel que se ocupa de las 
relaciones entre los Estados-Nación”, y iii) “desafía la suficiencia y validez 
del marco y vocabulario conceptuales del discurso jurídico […] para dis-
cutir y explicar fenómenos jurídicos que atraviesan las jurisdicciones, las 
tradiciones y las culturas”7.
En términos un poco más específicos, se observa que, salvo contadas 
excepciones (países como Venezuela o Corea del Norte que no siguen la ruta 
capitalista), la transformación más poderosa que probablemente experimenta 
el derecho nacional en nuestros días ya no proviene (o no solamente) del 
proyecto constitucionalista, ni de proyectos internacionalistas, sino de las 
diferentes agendas y mecanismos diseñados para alcanzar la denominada 
reforma regulatoria global (global regulatory reform) que, por su talante am-
pliamente económico, no está necesariamente basada en la persona humana, 
sino sobre todo en la empresa.
De ahí la necesidad de estar alerta frente al problema que representa para 
la democracia la toma de decisiones referidas a la economía mundial y local, 
es decir, ante esa eventual “restricción del perímetro de la democracia”7 
que suele darse con el derecho global no oficial. Así las cosas, es necesario 
preservar el principio democrático frente a la importante relativización que 
ese derecho global genera en las instituciones tradicionales del constitucio-
nalismo local, en particular la del gobierno soberano, la de la jerarquía de la 
producción normativa y la de la primacía de los objetivos constitucionales 
en el ejercicio de los poderes públicos constituidos.
Es por ello que algunos autores sostienen que, ante esos riesgosos es-
cenarios donde queda superado (así sea parcialmente) el binomio derecho 
interno-derecho internacional, “el único camino que parece restar es evocar 
a Rousseau para reclamar la participación ciudadana en las instancias de 
decisión económica y política, dentro y fuera del Estado”, como quiera que 
7 william twining. Derecho y globalización, Bogotá, Siglo del Hombre Editores, 25, pp. 12-
121.
7 alain supiot. Op. cit., pp. 262-267.
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“sólo la democracia puede salvaguardar la libertad, en donde la Constitución 
desfallece”75. 
Ciertamente, el constitucionalismo sigue y seguirá siendo la base y la 
razón de ser de los Estados-nación, mas no es ya la única clave explicativa 
de nuestro mundo jurídico, puesto que las fuentes del derecho producidas 
en otros niveles supra-estatales, sobre todo globales, “no pueden ser orga-
nizados de manera simple en una jerarquía de espacios más grandes que 
se subsumen y contienen a otros más pequeños”76. De ahí que podamos 
ser escépticos, al menos en el corto y mediano plazo, frente a las diferentes 
propuestas que se desarrollan en torno a un “constitucionalismo global”77.
El verdadero reto que se presenta en todos los niveles y espacios del de-
recho lo encontramos, tal vez, en la búsqueda, por un lado, de una adecuada 
interacción entre sistemas de gobierno nacional y gobernanza global –bajo 
la idea de pluralismos normativos y jurídicos– y, por otro, de la legitimación 
–con participación democrática y transparencia– de las autoridades globales 
no oficiales.
Y si, en últimas, solo una cosa pudiéramos preservar del constituciona-
lismo en el contexto de la globalización, salvaríamos sin duda, no la idea de 
un Estado mundial, ni la de una Constitución planetaria o la de una nueva 
confederación internacional, sino lo más precioso y lo siempre urgente: la 
expansión de nuevas formas de democracia, de la mano de la garantía de 
los derechos fundamentales y de los derechos colectivos, donde quiera que 
sea, ante quien sea y para quien sea78. Que nuestro ingenio así lo permita.
 i  l i o g r a f  a
aa.vv. La globalización y el orden jurídico. Reflexiones contextuales, Bogotá, Universidad 
Externado de Colombia, 27.
auby, jean-bernard. La globalisation, le droit et l’État, 2.ª ed., París, lgdj, 21
75 carlos bernal pulido. “Democracia y globalización en América Latina”, en gonzalo ramírez 
cleves (ed.). El Derecho en el contexto de la globalización, Bogotá, Universidad Externado de 
Colombia, pp. 27-28.
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